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QUEJOSos Y RECURRENTEs: **********
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIA: MIREYA MELÉNDEZ ALMARAZ
En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.”
, a continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del Amparo Directo en Revisión 4662/2014, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

TERCERA PREGUNTA: ¿El principio de presunción de inocencia sirve como parámetro para resolver la inconstitucionalidad del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito planteado?

34. La respuesta a esa interrogante es no, puesto que el propósito que se persigue con la instauración del principio de presunción de inocencia, impide su aplicación a los juicios mercantiles, de manera que no puede servir como parámetro para examinar la constitucionalidad de las normas que regulan ese procedimiento, como enseguida se explicará.
35. El artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé el principio de presunción de inocencia, entendido como el derecho de toda persona acusada de la comisión de un delito, a ser considerada como inocente en tanto no se establezca legalmente su culpabilidad. Dicha norma constitucional prescribe:
Artículo 20.- […] B. De los derechos de toda persona imputada:

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa…”

36. La descripción de la norma transcrita coincide con la enunciación establecida en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José)
 y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y cuyo principio reposa en la necesidad de garantizarle al imputado que no será condenado sin que existan pruebas suficientes que destruyan su estatus de inocente; su finalidad es brindarle seguridad jurídica de que si no se demuestra su culpabilidad, no debe dictársele una sentencia condenatoria.
37. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la Primera Sala, ya se ha pronunciado en el sentido de que el principio de presunción de inocencia tiene por objeto evitar que se sancione penalmente al probable responsable antes de que se demuestre su culpabilidad en sentencia definitiva y ha establecido que el citado principio pertenece al ámbito del derecho penal, porque está vinculado con la “responsabilidad penal” del inculpado en la comisión del delito. 
38. Asimismo, la Sala ha hecho extensiva la aplicación del mencionado principio al derecho administrativo sancionador sólo en cierta medida, pues ha determinado que “su traslado al ámbito administrativo sancionador debe realizarse con las modulaciones que sean necesarias para hacer compatible este derecho con el contexto institucional al que se pretende aplicar
”, en tanto que existen importantes diferencias entre un proceso penal y un procedimiento administrativo sancionador.
39. Ha sostenido además, que el principio de presunción de inocencia es inherente al derecho penal, porque está encaminado a evitar que se sancione al probable responsable en su persona hasta en tanto se acredite plenamente su culpabilidad, situación que también puede presentarse en el procedimiento administrativo sancionador, en cuanto a que también se pueden imponer sanciones –por ejemplo destitución e inhabilitación del servidor público–. Sin embargo, dicho principio no es aplicable a procedimientos del orden mercantil, por la sencilla razón de que, en este tipo de juicios no se dilucida sobre la responsabilidad penal de las partes que intervienen en él, por la comisión de un delito ni dicho juicio tiene como finalidad la imposición de sanciones, cuyas consecuencias privativas de derecho sean análogas a las de un sujeto condenado; de ahí que deban calificarse infundados los agravios que sobre ese particular expone el recurrente.

40. Lo anterior de ninguna manera significa que, en un juicio ejecutivo mercantil, el demandado será condenado por el solo hecho de haberse presentado demanda en su contra basada en un título ejecutivo pues, en todo caso, para ver garantizados sus derechos de acceso a la justicia y de defensa, en el juicio mercantil deben respetarse las formalidades esenciales del procedimiento a fin de garantizar una adecuada y oportuna defensa previa al acto privativo, según lo prescrito en el artículo 14 constitucional
, esto, además de que dicho juicio se rige por normas que, por ejemplo, en contrapartida al principio de presunción de inocencia, imponen al actor la carga de demostrar sus pretensiones y al demandado sus excepciones y defensas.
CUARTA INTERROGANTE: ¿Los agravios expresados en contra de la declaración de constitucionalidad del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, efectuada por el Tribunal Colegiado, son aptos para revocar la sentencia impugnada?
41. No. En primer orden, cabe precisar que los recurrentes parten de una premisa equivocada, pues si bien es cierto que el tribunal colegiado resolvió conforme a criterios aislados emitidos tanto por esta Primera Sala como por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no lo hizo por estimar que dichos criterios le fueran obligatorios pues, ciertamente, su aplicación no es forzosa al no tratarse de jurisprudencia integrada y respecto de los cuales, por ende, no cobra aplicación el artículo Sexto transitorio de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece; sin embargo, su aplicación atendió a la persuasión o convencimiento que tales criterios generaron en el ánimo de los magistrados integrantes del tribunal colegiado, en el entendido de que la conclusión a la que arribaron se estima correcta aun al amparo del nuevo modelo de control constitucional. 

42. Para llegar a esa conclusión y en atención a que, como se mencionó, los criterios aislados emitidos al amparo de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales vigente hasta el dos de abril de dos mil trece, no son obligatorios ni aptos para servir de precedente a fin de integrar jurisprudencia correspondiente a la Décima Época, en términos del artículo Cuarto transitorio de la reforma constitucional publicada el seis de junio de dos mil once en el Diario Oficial de la Federación
 y Séptimo transitorio de la Ley de Amparo, publicada el tres de abril de dos mil trece en el mismo Diario
, en virtud de que dichos criterios no corresponden a temas de pura legalidad sino que, antes bien, contienen el análisis sobre la constitucionalidad de una norma general; de ahí que es necesario que esta Primera Sala examine si los agravios de los recurrentes en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 68 de la Ley de Amparo son idóneos para revocar la sentencia impugnada
.

43. Ahora bien, los agravios expresados por los inconformes, en torno al tema, son los que enseguida se sintetizan:

· La sentencia impugnada adolece de incongruencia externa, pues en vía de conceptos de violación no se cuestionó que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito se tratara de una “ley privativa”;

· Dicha norma debe interpretarse en términos del artículo 1° constitucional y, en su caso, mediante una interpretación conforme que favorezca los derechos humanos de los recurrentes;

· La norma legal de que se trata es una norma parcial que viola los derechos de igualdad, seguridad jurídica, acceso efectivo a la justicia y genera que la defensa de los demandados sea limitada, por lo que transgrede los artículos 1°, 13, 14, 16 y 17 constitucionales, así como los artículos 8.1 y 24 de la Convención Americana de los Derechos Humanos.
· La regulación de las instituciones de crédito no debe alcanzar a los particulares;

· El artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito afecta el patrimonio de los particulares, por el embargo que la institución de crédito tiene el privilegio de trabar sobre bienes del deudor, a partir de un documento privado generado por el mismo banco y por virtud del cual, el demandado no puede disponer de sus bienes;

· La Ley de Instituciones de Crédito no es un cuerpo de normas que puedan dirigirse a los particulares; de ahí que, al contener una disposición que alcanza sus intereses, rebasa su competencia, lo que la torna inconstitucional.

44. En lo así relacionado, se advierte que los argumentos de los recurrentes se enderezan a sostener –en primer orden– que las consideraciones del tribunal colegiado, por las que desestimó sus conceptos de violación, son equivocadas si se analizan al amparo del nuevo modelo de control constitucional. 
45. Esos motivos de disidencia son infundados. 
46. En lo que ve al nuevo sistema que impera en la administración de justicia del Estado Mexicano, al resolver el asunto Varios 912/2010, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de diez de junio de dos mil once, obliga a todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano (siempre que no se opongan a la Norma Fundamental), adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona, de manera que, los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior
. 
47. A partir de esa decisión, quedó dicho que los jueces (y todas las autoridades en general dentro del ámbito de sus competencias) tienen que cumplir con dos tipos de obligaciones concretas: 1) velar por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable (principio pro persona); y 2) Preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior, pudiendo en estos casos dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia.
48. Para cumplir con la primera obligación, dijo el Tribunal Pleno, los jueces deberán adoptar la interpretación más favorable de acuerdo con el principio pro persona. Pero ¿qué significa esto? ¿En qué circunstancias han adoptar por la interpretación más favorable para “velar” por los derechos humanos? En suma: ¿Cuáles son las condiciones de aplicación de esta directiva obligatoria? 

49. Para responder estas interrogantes, debe partirse de la base de que la obligación de velar por los derechos humanos supone una acción en sentido positivo y no en sentido negativo, es decir, una labor interpretativa sobre una norma que de hecho se considere al menos sospechosa de violar derechos humanos, para lo cual el propio Tribunal Pleno estableció los pasos a seguir en el control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos
, respecto de lo cual determinó que los jueces, antes de aplicar una norma jurídica, deben realizar un control que pasa por tres momentos claramente diferenciados: 

a) Una interpretación en sentido amplio, del orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia. 
b) Una interpretación conforme en sentido estricto, que tendrá  lugar cuando haya varias interpretaciones jurídicamente válidas; la misma deberá llevarse a cabo partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, y prefiriendo la interpretación que haga la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y
c) Inaplicación de la ley, cuando las alternativas anteriores no sean posibles.
50. Entonces, la obligación de los jueces de velar por los derechos humanos mediante el control ex officio de los derechos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, se cumple cuando la norma que va a aplicarse genera en el juzgador algún tipo de sospecha de violación a los derechos humanos, para lo cual se hace necesario llevar a cabo una interpretación conforme en sentido amplio, una en sentido estricto o, si tales interpretaciones no son posibles, inaplicar la norma. 

51. En ese orden de ideas, el principio pro persona se caracteriza por ser un criterio hermenéutico para la protección efectiva de todos los derechos fundamentales de las personas como tales, es decir, un criterio de interpretación en donde el operador jurídico debe elegir, para su aplicación, la norma más benéfica o realizar la interpretación más amplia si se trata de reconocer derechos protegidos, así como en la elección de la norma o la interpretación más restringida cuando se trata de establecer límites permanentes o suspensión extraordinaria a los derechos.
52. Lo anterior implica que si un derecho es regulado en dos o más normas debe elegirse aquella que favorezca más ampliamente a la persona o que implique una menor restricción, y si la norma admite varias interpretaciones jurídicamente válidas, debe preferirse aquella que represente una mayor protección para el individuo o una menor restricción del derecho. 
53. Ahora, en el caso, lo que las inconformes pretenden no es la determinación de cuál de dos normas con distintas regulaciones, le es más favorable; tampoco se está en el supuesto de que la norma impugnada admita más de una interpretación sobre un mismo aspecto, sino lo que buscan los recurrentes es privar de efectos jurídicos lo dispuesto en la norma por considerar que transgrede el principio de igualdad; de ahí que, en el supuesto que se analiza no exista la necesidad de que el órgano jurisdiccional pondere la aplicación de dos normas y se realice una interpretación que otorgue mayores beneficios a los peticionarios, dado que no se está frente a alguna disposición o interpretaciones jurídicas de contenido distinto en relación con un mismo derecho humano, sino ante un precepto legal de la legislación civil que se estima contraria a la garantía de igualdad contemplada por el artículo 1° de la Constitución Federal. 
54. Entonces, dado que los inconformes apoyan la inconstitucionalidad del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, en el argumento de que dicho precepto legal coloca a la institución de crédito (banco o institución acreditante) en una situación de supremacía frente al justiciable (cliente o acreditado), al establecer en favor del primero la facultad de generar de manera unilateral un título ejecutivo, con lo que el segundo queda en desventaja al ver embargados sus bienes durante todo el trámite del juicio correspondiente; debe concluirse que ese argumento en realidad se relaciona con la trasgresión a la garantía de igualdad contemplada por el artículo 1° de la Constitución Federal y no a la necesidad de interpretar la norma con base en el principio pro personae.
55. En ese tenor y dada la cuestión efectivamente planteada, el tribunal colegiado examinó si la norma impugnada correspondía a una ley privativa o si permitía a la institución de crédito hacerse justicia por propia mano, respecto de lo cual ahora en agravios, las recurrentes alegan la incongruencia externa del fallo impugnado porque, en su opinión, dicho tribunal colegiado introdujo esas cuestiones que no le fueron planteadas; sin embargo, esto no es así, pues no debe perderse de vista que en su demanda de amparo, los quejosos alegaron que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito es violatorio de los artículos 1º, 13, 14, 16 y 17 constitucionales, con relación a los numerales 1298 del Código de Comercio; 5, 8, fracción II, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y 3 del Código Federal de Procedimientos Civiles, pues se extralimita en el objeto de la Ley de Instituciones de Crédito que es regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las instituciones de crédito, las actividades y operaciones que aquéllas pueden realizar, su sano y equilibrado desarrollo, la protección de los intereses del público, los términos en que el Estado ejerce la rectoría financiera del sistema bancario mexicano; además, invade la materia del Código Federal de Procedimientos Civiles, del Código de Comercio y de los códigos procesales de las Entidades Federativas, pues se rompe el principio de igualdad procesal y el equilibrio de las partes.
56. Luego, para dar respuesta a los planteamientos formulados por los quejosos, el órgano colegiado de control constitucional estimó necesario precisar, en primer lugar, que la disposición impugnada no corresponde a una ley privativa ni genera la posibilidad de que los bancos se hagan justicia por propia mano o adquieran un privilegio injustificado, metodología que a criterio de esta Primera Sala, es correcta y permite afirmar que no existe la incongruencia externa alegada en el recurso de revisión.

57. Ahora bien, para emprender el estudio de los agravios planteados, enseguida se reproduce el contenido del artículo que se estima inconstitucional, vigente en la fecha de presentación de la demanda en el juicio de origen:

Artículo 68. Los contratos o las pólizas en los que, en su caso, se hagan constar los créditos que otorguen las instituciones de crédito, junto con los estados de cuenta certificados por el contador facultado por la institución de crédito acreedora, serán títulos ejecutivos, sin necesidad de reconocimiento de firma ni de otro requisito.

El estado de cuenta certificado por el contador a que se refiere este artículo, hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios.

El estado de cuenta certificado antes citado deberá contener nombre del acreditado; fecha del contrato; notario y número de escritura, en su caso; importe del crédito concedido; capital dispuesto; fecha hasta la que se calculó el adeudo; capital y demás obligaciones de pago vencidas a la fecha del corte; las disposiciones subsecuentes que se hicieron del crédito, en su caso; tasas de intereses ordinarios que aplicaron por cada periodo; pagos hechos sobre los intereses, especificando las tasas aplicadas de intereses y las amortizaciones hechas al capital; intereses moratorios aplicados y tasa aplicable por intereses moratorios.
58. En opinión de los recurrentes, dicha norma es violatoria de los artículos 1°, 13, 14, 16 y 17  constitucionales, esto, al tenor del nuevo sistema de control constitucional y convencional que impera en el orden jurídico mexicano a partir de la reforma al artículo 1° constitucional, pues contraviene los principios de igualdad y seguridad jurídica al otorgar a un documento expedido por una de las partes un privilegio injustificado al concederle plena fuerza probatoria para acreditar el saldo de un adeudo y permitir que una institución de crédito expida estados de cuenta certificados que harán fe en un procedimiento judicial, dejando al arbitrio de una de las partes la expedición de documentos públicos, siendo que el resto de los particulares no gozan de este mismo derecho, todo lo cual trae como consecuencia que las instituciones de crédito tengan una ventaja sobre su contraparte en los juicios en que intervienen.
59. Tales agravios son infundados.

60. En su planteamiento, se advierte que los recurrentes consideran que la norma es inconstitucional por cuatro razones: (i) porque otorga a la institución bancaria un privilegio injustificado, de elaborar títulos ejecutivos, que le permiten acceder a una vía excepcional; (ii) porque dicha disposición transgrede el derecho a la igualdad al permitir que las instituciones de crédito confeccionen títulos de crédito de manera unilateral, lo que no puede hacer el resto de los gobernados, personas físicas o particulares; (iii) porque viola el derecho a la igualdad en el plano procesal, al atribuir plena eficacia probatoria al documento base de la acción del banco y generar cargas desproporcionadas en la prosecución del juicio, en el que el demandado debe soportar el embargo sobre sus bienes, lo que resulta violatorio del debido proceso y (iv) porque la Ley de Instituciones de Crédito no es un cuerpo de normas que puedan dirigirse a los particulares de manera que, al contener una disposición que alcanza sus intereses, rebasa su competencia en franca transgresión a la seguridad jurídica. Enseguida se analizará cada uno de esos temas. 
La norma no confiere un privilegio injustificado a las instituciones de crédito. 

61. El artículo 68 de la ley de Instituciones de Crédito otorga a los contratos o pólizas y a los estados de cuenta certificados por el contador del banco, la característica de un título ejecutivo o sea, le da la calidad de una prueba preconstituida que, por ende, trae aparejada ejecución. En ese tenor, no es verdad que el artículo en análisis otorgue de manera genérica a las instituciones de crédito fe pública para certificar estados de cuenta, pues tal atribución se confiere expresamente al contador facultado por la institución.
62. Debe tenerse presente que si bien al Estado a través del órgano legislativo corresponde establecer las bases para investir de fe pública a determinados sujetos, que cumplan con los requisitos previamente establecidos, en el caso, es precisamente el Congreso de la Unión  en ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución de la República le confiere, el que a través de un ordenamiento que reúne las características formales y materiales de una ley,  confiere esa facultad a los contadores de las instituciones bancarias, a fin de regular relaciones sociales que reclaman  ser  regladas.
63. Los planteamientos relativos se advierten encaminados a impugnar la constitucionalidad del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito que otorga el carácter de título ejecutivo a los contratos o las pólizas en los que, en su caso, se hagan constar los créditos que otorguen las instituciones de crédito, junto con los estados de cuenta certificados por el contador facultado por la institución de crédito acreedora, sin necesidad de reconocimiento de firma ni de otro requisito, lo que determina la naturaleza de la vía ejecutiva a efecto de que la institución de crédito acreedora demande en una forma procesal privilegiada de su deudor el pago de una cantidad líquida, amparada en la citada documentación a la que se le determina traer aparejada ejecución, lo que implica la procedencia del juicio ejecutivo mercantil.

64. Ahora bien, cabe destacar que es patente que el objetivo de establecer al respecto la procedencia de la vía ejecutiva es el de dar seguridad y firmeza a la circulación de la riqueza a través de las operaciones de crédito, bajo la premisa del reconocimiento de la existencia de un acuerdo de voluntades, esto es, de un contrato que crea derechos y obligaciones específicos, plasmados en un documento que debe reunir los elementos necesarios para su existencia y una determinada forma para su validez.

65. Otro de los propósitos evidentes de que se autorice la procedencia de la vía ejecutiva es alentar el tráfico mercantil pues debe haber condiciones jurídicas que permitan celeridad, seguridad y eficacia en las operaciones que sirven para propiciar el crédito, y por ende, la circulación de la riqueza; de lo que se sigue que el volumen de operaciones de crédito que pueden celebrar las instituciones de crédito y los diversos montos que los constituyen, justifican que estén facultadas, a través de sus contadores autorizados para ese fin, a determinar el monto del adeudo, conforme a las bases pactadas en el contrato correspondiente, y que se reconozca a ambos documentos, conjuntamente, el carácter de título ejecutivo, o sea de prueba preconstituida, que trae aparejada ejecución, de modo que esos documentos, por sí mismos, demuestran la existencia de una obligación, líquida y exigible, así como su cuantía.

66. De esta guisa resulta que contrariamente a lo expuesto por los inconformes, el título ejecutivo no surge a la vida jurídica per se, sino que es el resultado de la concatenación del contrato de apertura de crédito y de la contabilidad llevada por la propia institución de crédito que, en cualquier momento puede ser ofrecida como prueba por el demandado para acreditar su inexactitud, en caso de que exista; además, el rango de prueba preconstituida que se otorga a este documento, tampoco vulnera la garantía invocada por la inconforme, en el aspecto tocante a la defensa, en razón de que el precepto legal tildado de inconstitucional establece que tales estados de cuenta harán fe, salvo prueba en contrario, de donde se deduce que el demandado siempre y en todo momento estará en posibilidad de ofrecer las pruebas conducentes para desvirtuarlos.

67. Así, contrariamente a lo que los recurrentes señalan, la autorización para que el contador de la institución bancaria acreedora elabore el certificado de cuenta de saldo a cargo del deudor, de acuerdo con lo previsto en párrafo primero del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no implica la existencia de un privilegio injustificado a favor del acreedor, toda vez que, por un lado, no surge a la vida jurídica aisladamente, sino que proviene de un acuerdo de voluntades previo en el que cada una de las parte se obligó en la forma y términos que quiso vincularse y que por ello obliga a los contratantes no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a sus consecuencias que, según su naturaleza, son conforme a la buena fe, al uso o a la ley. Por consiguiente, la calidad ejecutiva del citado certificado se encuentra avalada por un contrato de crédito celebrado entre una institución bancaria y el cliente, para que el acreditado o mutuatario pueda disponer de la suma acreditada o del importe de los préstamos, en cantidades parciales, autorizándolo a efectuar reembolsos previos al vencimiento del plazo señalado en el contrato; convenio en el que, por cierto, el deudor acepta plenamente la existencia de la obligación de pago que contrae por el crédito otorgado, su exigibilidad en el caso del vencimiento anticipado del plazo por su incumplimiento respecto de las sumas que dispone, de acuerdo al saldo (cantidad que se presume cierta, en tanto no se demuestre lo contrario), que se haga constar en estado de cuenta certificado por el contador facultado por la institución de crédito acreedora, y juntos constituyen el documento ejecutivo. Situación, de la que no se puede hacer derivar ningún privilegio a favor de las instituciones bancarias ya que la naturaleza ejecutiva, como se puntualizó, va en función de una necesidad de agilizar la recuperación de los recursos financieros otorgados al acreditado, quien por diversas razones, ha dejado de cubrir un compromiso voluntariamente adquirido, y cuya falta de pago le depara perjuicios a los ahorradores y a la institución bancaria. En ese orden de ideas, es lógico inferir que el legislador en atención a un espíritu de protección a intereses colectivos consistentes en salvaguardar el patrimonio de los ahorradores, otorgó el carácter de título ejecutivo al contrato de crédito aunado al estado de cuenta certificado por el contador facultado de la institución bancaria, circunstancia que se reitera, no constituye un privilegio probatorio a favor de la institución bancaria, sino que genera un acotamiento al adeudo que posibilita el embargo inmediato de los bienes que garanticen la cantidad que el acreditado adeuda.

68. En términos de lo anterior, la certificación que realiza el contador de la institución de crédito no es la que otorga la facultad de ejercer una acción en la vía ejecutiva, sino el contrato que se celebra entre partes, voluntaria y conscientemente, en el que cada uno se obligó en la medida que quiso, cuyo cumplimiento no puede dejarse al arbitrio de uno solo de los contratantes.

69. Asimismo, cabe destacar que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito no da lugar a un acto de privación que amerite el respeto a la garantía de audiencia previa. Esto es así, porque el precepto legal impugnado sólo otorga el carácter de título ejecutivo al contrato de crédito acompañado del estado de cuenta certificado por el contador facultado por el banco, lo que de ninguna manera implica per se un acto de privación, tanto porque ese documento en sí mismo no tiene como consecuencia directa e inmediata la supresión, menoscabo o extinción de manera definitiva, de un derecho en favor del demandado, ya que solamente sirve de documento base de la acción que se ha de intentar ante los tribunales, y que dará lugar a un juicio en el que se pueda controvertir la subsistencia de ese adeudo determinado en la certificación contable.

70. En ese sentido, no es necesario que en el precepto tildado de inconstitucional se establezca un procedimiento para escuchar previamente a los posibles afectados por el título ejecutivo, pues no se está en presencia de aquellos actos a los que se refiere la garantía de audiencia del artículo 14 de la Carta Magna, ya que la constitución de un título ejecutivo sólo produce el efecto de conceder al acreedor el acceso de una vía privilegiada de cobro de acuerdo con las disposiciones legales que tengan por objeto la reglamentación de esta última, pero de ninguna manera tiene por objeto la reglamentación de un acto de privación definitiva.

71. Al respecto, es verdad que por virtud de la disposición en comento, el contrato de crédito acompañado del estado de cuenta certificado por el contador trae aparejada ejecución y que, por ende, a través del mismo podrá decretarse, en su caso, una medida provisional de aseguramiento en bienes del deudor; no obstante, ello no significa que previamente a la mencionada certificación deba escucharse a este último, ya que debe tenerse presente el criterio sostenido reiteradamente por este Alto Tribunal en el sentido de que el aseguramiento de bienes practicado en tales condiciones no constituye un acto de privación definitivo, sino únicamente de molestia, razón por la cual no es obligatoria la observancia de la garantía de audiencia, máxime que de hacerse efectivo el título ejecutivo a través de una instancia judicial, en el desarrollo de esta última tendrá el afectado la oportunidad de ser oído en defensa de ofrecer las pruebas que a su interés convenga. 

72. En ese sentido, aun cuando en términos del precepto impugnado la propia institución bancaria está facultada a través de sus contadores autorizados para ese fin, a determinar el monto del adeudo conforme a las bases pactadas en el contrato correspondiente, y que se reconozcan a ambos documentos y de manera conjunta, el carácter de títulos ejecutivos, o sea, de una prueba preconstituida, que  por sí misma demuestran la existencia de una obligación líquida, así como su cuantía,  y constituyen la base para la instauración de un juicio; sin embargo, tal certificación no es definitiva, es decir, no genera una presunción jure et de jure sino una presunción juris tantum, de manera que dentro del juicio respectivo al que incluso alude el propio precepto, el acreditado o mutuatario estará en posibilidad  de contestar la demanda, oponer excepciones y defensas, ofrecer las pruebas relativas y alegar, para que finalmente sea el órgano jurisdiccional quien resuelva sobre la procedencia de la acción y de las excepciones y defensas, o sea, sobre todas las prestaciones de las partes que fueron  planteadas.
73. En las relacionadas condiciones, es inexacto que el precepto reclamado viole la garantía de seguridad jurídica que consagra el artículo 16 constitucional, pues de su texto se desprende, que dispone de manera ordenada los supuestos y condiciones necesarias para que se actualicen las hipótesis contenidas y, señala los alcances legales de las certificaciones realizadas por los contadores de las instituciones bancarias, previendo a la vez la forma de controvertir su legalidad.
74. En adición a todo lo anterior, el valor que se otorga al certificado de cuenta por el contador de un banco conforme al artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no constituye un privilegio injustificado, toda vez que el legislador estableció la vía ejecutiva como una vía especial para obtener el cobro de lo reclamado, en virtud de que tanto el contrato como el estado de cuenta certificados deben contar con requisitos mínimos que generan una presunción de validez por la preexistencia de un crédito otorgado en escritura pública y la aportación, a cargo del contador facultado por la institución de crédito, de los datos precisos y necesarios para conocer el monto del adeudo, razón por la cual no puede decirse que sea injustificada la fe otorgada por la ley a dicho estado de cuenta. 
75. Por todo lo anterior, resultan infundados los motivos de agravio expresados por los recurrentes.

La norma no viola el principio de igualdad sustantiva.
76. En relación a esto, los quejosos sostienen que la disposición viola los artículos 1° y 13 constitucionales, así como el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que tutelan aspectos específicos de la garantía de igualdad, pues mientras el artículo 1º consagra el derecho consistente en que en los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y prohíbe la discriminación, el artículo 13 prescribe que nadie pueda ser juzgado por leyes privativas o por tribunales especiales, y que ninguna persona o corporación pueda tener fuero, en tanto que el artículo 24 de la Convención establece que todas las personas son iguales ante la ley y, en consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.
77. Al respecto, es el caso de realizar el estudio de la norma cuestionada, en relación a la pretendida transgresión al derecho humano a la igualdad, al tenor de las nuevas condiciones de aplicación y supuestos de protección ampliadas, esto, sin soslayar los criterios que ha emitido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y que aún continúan vigentes, pues tal como se explica en la tesis que enseguida se reproduce, el concepto jurídico de igualdad desde un punto de vista abstracto se encontraba presente desde antes de dicha reforma constitucional en el entendido de que, lo que se ha ampliado es su ámbito de protección. El criterio de que se trata, a la letra dice:
DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. SU ÁMBITO MATERIAL DE VALIDEZ A PARTIR DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el citado diario, al establecer que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en el propio texto constitucional y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, modificó sustancialmente el contenido de los derechos protegidos constitucionalmente, incluido el de igualdad, el cual es un principio adjetivo que se predica siempre de algo y que, por tanto, se define y actualiza progresivamente a través del tiempo y a la luz de una multiplicidad de factores sociales, culturales, económicos, políticos, entre otros. Consecuentemente, si bien es cierto que el concepto jurídico de igualdad desde un punto de vista abstracto se encontraba presente desde antes de dicha reforma constitucional, también lo es que sus condiciones de aplicación y supuestos de protección se han ampliado significativamente con el contenido de los tratados internacionales; un ejemplo de ello lo constituye la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que establece criterios específicos para verificar si existe o no discriminación, los cuales complementan materialmente a los preceptos constitucionales. De ahí que, a partir de la citada reforma, cuando se alegue una violación al principio de igualdad jurídica, el juzgador no puede desdeñar el texto de los tratados internacionales que hacen referencia a la igualdad y a la prohibición de discriminación, sino que debe efectuar el escrutinio de constitucionalidad correspondiente teniendo como ámbito material de validez a la Constitución y a los diferentes tratados ratificados por México, máxime cuando ese análisis ha sido solicitado por el quejoso
.

78. Precisado lo anterior, debe decirse que las aseveraciones formuladas por los recurrentes en relación a que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito transgrede el derecho humano a la igualdad son infundadas, pues lo cierto es que de estas mismas disposiciones se advierte que la garantía de igualdad puede estimarse transgredida únicamente en los casos en los que exista una desigualdad de trato en relación a diversos sujetos que se encuentren en una misma situación jurídica.

79. Por lo que hace al artículo 13 de la Ley Fundamental, invocado por los recurrentes y cuya cita dio lugar a que el tribunal colegiado se pronunciara al respecto, dicha norma prohíbe ser juzgado por leyes privativas y por tribunales especiales, entendiéndose por ley privativa aquélla que carece de los requisitos de toda norma legal consistentes en la generalidad y abstracción, es decir, que sus disposiciones sólo regulan una situación concreta en relación con una persona o personas determinadas de antemano y que desaparece después de que ha sido aplicada. En tanto que, el tribunal especial es aquél que ha sido creado exprofeso para conocer de un solo caso o de un conjunto de casos, pero todos ellos determinados de manera previa y que deja de existir una vez satisfecha dicha finalidad.
80. En la especie, tal como sostuvo el órgano de amparo y reconocen los propios recurrentes, el ordenamiento cuya inconstitucionalidad se reclama no constituye una ley privativa sino una ley especial
 que cuenta con los tres atributos que distinguen la Ley, a saber: la generalidad, la obligatoriedad y la irretroactividad.
81. Atento a lo razonado debe considerarse que, en el caso, el artículo 68 de la ley reclamada, no tiene en modo alguno el carácter de privativo, pues de su contenido se hace evidente que debe aplicarse a todos los hechos en número indefinido que se encuentren incluidos dentro de las situaciones previstas por el mismo y a todas las personas comprendidas en  la hipótesis de la propia norma; esto es, en términos de la disposición legal de que se trata, se otorga a los contratos o pólizas y a los estados de cuenta certificados por el contador del banco, la naturaleza de un título ejecutivo, la calidad  de una prueba preconstituida que, en consecuencia, trae aparejada ejecución; luego es una norma de observancia general y abstracta en tanto que no desaparecerá después de aplicarse a un caso concreto, sino que seguirá vigente para regular los casos posteriores en que se den los supuestos contenidos en dicho precepto.
82. En esa línea de ideas, tampoco le asiste la razón a los recurrentes al sostener que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito vulnera el derecho a la igualdad previsto en los artículos 1° y 13 constitucionales, al permitir que las instituciones de crédito expidan títulos ejecutivos y esa facultad no se confiera, también, a los particulares para confeccionar documentos a partir de los cuales puedan justificar sus excepciones y defensas.

83. Al respecto, la igualdad jurídica que consagra la Constitución Federal en los preceptos mencionados, se traduce en que varias personas, cuyo número es indeterminado, que participen de la misma situación jurídica, tengan la posibilidad y la capacidad de ser titulares cualitativamente de los mismos derechos y obligaciones que emanen de la ley.

84. Por el contrario, no puede entablarse una relación igualitaria entre la posición concreta que guarda una persona colocada en una situación jurídica determinada, con la que tiene un individuo perteneciente a otra situación diferente; es decir, no es dable afirmar que exista un trato desigual entre personas que no se hallen en una misma situación jurídica, pues lo que la Constitución Federal ampara no es una igualdad jurídica absoluta, sino una igualdad entre personas que se encuentren en una posición jurídica idéntica o semejante.

85. En efecto, si bien es cierto que el verdadero sentido de la igualdad es colocar a los particulares en condiciones de poder acceder a derechos reconocidos constitucionalmente, lo que implica eliminar situaciones de desigualdad manifiesta, ello no significa que todos los individuos deban ser iguales en todo, ya que si la propia Constitución protege la propiedad privada, la libertad económica y otros derechos patrimoniales, acepta implícitamente la existencia de desigualdades materiales y económicas; es decir, el principio de igualdad no implica que todos los sujetos de la norma se encuentren siempre, en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, sino que dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, que debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un beneficio) desigual e injustificado. En estas condiciones, el valor superior que persigue este principio consiste en evitar que existan normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares, lo que se traduce en desigualdad jurídica, de manera que no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio y solamente puede catalogarse así cuando carece de una justificación objetiva y razonable.
86. Así se ha interpretado el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que los recurrentes estiman transgredido y, respecto del cual esta Primera Sala emitió la tesis 1a. CXXXIX/2013 (10a.), que dice: 

IGUALDAD JURÍDICA. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 24 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. El precepto referido establece: "Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.". Ahora bien, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado en diversos instrumentos dicha disposición -Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A, No. 4; Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C, No. 127. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, No. 184. Caso Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, No. 195- y, al respecto, ha sostenido que la noción de igualdad deriva directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona; sin embargo, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse, por sí misma, ofensiva de la dignidad humana. Por tanto, sólo es discriminatoria una distinción cuando "carece de una justificación objetiva y razonable". Ahora bien, las distinciones constituyen diferencias compatibles con dicha Convención por ser razonables, proporcionales y objetivas, mientras que las discriminaciones constituyen diferencias arbitrarias que redundan en detrimento de los derechos humanos. En ese tenor, la prohibición de discriminación contenida en el artículo 1, numeral 1, de la Convención en comento, respecto de los derechos contenidos en ésta, se extiende al derecho interno de los Estados Partes, de manera que éstos tienen la obligación de no introducir o eliminar de su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas
.

87. En esas circunstancias, contrariamente a lo argumentado por los recurrentes, el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no resulta violatorio de las garantías de igualdad que consagran los artículos 1° y 13 de la Constitución Federal ni el 24 de la Convención Americana  sobre Derechos Humanos, puesto que dicho precepto no regula la situación jurídica de los quejosos, es decir, éstos no se ubican en los supuestos de la norma y, por ende, no existe entre los peticionarios del amparo y la tercero perjudicada (institución de crédito), una situación jurídica análoga que le permita al primero gozar de las mismas facultades que confiere la disposición reclamada a las instituciones de crédito.

88. En efecto, la circunstancia de que los particulares no gocen de las facultades que prevé en favor de las instituciones bancarias el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, no puede estimarse violatorio del principio de igualdad ante la ley, puesto que los quejosos, y los sujetos a los que está destinada a regular la citada norma, no se encuentran en una misma situación jurídica, siendo que este principio, como se ha mencionado, consiste en que un número indeterminado de personas puedan ser sujetos de los mismos derechos y obligaciones, siempre y cuando participen de una determinada situación jurídica, lo que en el caso concreto no acontece, al no tener los recurrentes la calidad de una institución de crédito.

89. En este sentido, sería una diversa institución de crédito la que podría alegar, en todo caso, que el artículo impugnado vulnera el principio de igualdad jurídica, más no los acreditados, ya que la Ley de Instituciones de Crédito regula, exclusivamente, las actividades que desarrollan las instituciones bancarias.

90. El principio de igualdad jurídica puede resumirse en la famosa locución atribuida a Aristóteles, según la cual, debe tratarse igual a los iguales y desigual a los desiguales. Es decir, que debe existir un trato igualitario respecto de personas que se encuentren en una misma posición jurídica, y un trato disímil en los casos en los que los sujetos se encuentren en situaciones jurídicas distintas.

91. De ahí que carezca de sustento lo afirmado por los recurrentes en el sentido de que la disposición reclamada vulnera la garantía de igualdad jurídica, al no ser sujeto de los mismos derechos que confiere dicha norma a las instituciones de crédito, lo que, según aduce, constituye un privilegio para las instituciones bancarias en detrimento de los particulares, pues, se reitera, no puede entablarse una relación igualitaria entre personas que no participan de una misma situación jurídica. 

92. Dicho de otro modo, no puede afirmarse que el precepto combatido, cuyo objeto es normar las actividades de las instituciones de crédito, contravenga el principio de igualdad jurídica por el sólo hecho de no contemplar a favor de los particulares los mismos derechos que se instituyen en beneficio de las instituciones bancarias, cuenta habida que las facultades que gozan estas últimas se establecen en virtud de las circunstancias especiales que las caracterizan, entre ellas pueden citarse, por ejemplo, que las operaciones que llevan a cabo en el cumplimiento de su objeto social tienden directamente al crecimiento y desarrollo de toda la sociedad, lo que, por tanto, las sitúan en una posición jurídica distinta en relación a las personas que no desempeñan funciones bancarias.

93. Por otra parte, debe decirse que en la creación de las leyes, el legislador toma en consideración múltiples aspectos para regular adecuadamente la situación específica de las personas a las que se dirige la norma, lo que da lugar, entre otras cosas, a la existencia de un variado número de ordenamientos jurídicos, y a que sólo determinadas personas sean sujetos de los derechos y obligaciones que en ellos se establecen; sin embargo, no por el hecho de que una ley contemple una facultad a favor del destinatario de la norma, y no lo establezca en beneficio de otra que no se ubica dentro de los supuestos de la misma, se puede afirmar que se está en presencia de una ley que pugna con el principio de igualdad jurídica, puesto que las facultades que confiere la norma sólo a determinados sujetos, se justifican debido a la situación jurídica que guardan sus destinatarios.

94. En el caso concreto, la naturaleza e importancia de la función bancaria ha llevado al legislador a procurarles a las instituciones de crédito una regulación especial, diversa a la que pudiera corresponderles al resto de las personas físicas o morales, siendo ésta la Ley de Instituciones de Crédito.

95. Las facultades que en este ordenamiento se confieren a las instituciones de crédito tienen como sustento, precisamente, las características especiales de la actividad bancaria, y que en el caso del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito se fundan en la necesidad de alentar el tráfico mercantil, lo que implica establecer condiciones jurídicas que permitan la celeridad, seguridad y eficacia en las operaciones que sirven para propiciar el crédito y, por ende, la circulación de la riqueza, y teniendo en cuenta el volumen de operaciones de crédito que puedan celebrar los bancos y los diversos montos que los constituyen, justifican que estén facultados, a través de sus contadores autorizados para ese fin, a determinar el monto del adeudo, conforme a las bases pactadas en el contrato correspondiente y que se reconozca a ambos documentos, conjuntamente, el carácter de títulos ejecutivos, o sea de prueba preconstituida, que trae aparejada ejecución, de modo que esos documentos, por sí mismos, demuestran la existencia de una obligación líquida y exigible, así como su cuantía, cuya veracidad puede verse cuestionada e incluso vencida en el juicio en que el demandado tendrá la posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas que demuestren un saldo deudor diferente del establecido por el contador facultado por el banco.

96. En esas circunstancias, se concluye también que el artículo que se tilda de inconstitucional e inconvencional tampoco transgrede el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, pues la distinción que el legislador tomo en cuenta al redactar el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito parte de una justificación objetiva y razonable, derivada de las funciones que llevan a cabo las instituciones bancarias en la dinámica mercantil a su cargo y la necesidad de dar celeridad y seguridad a sus actos.
97. Al margen de lo anterior, tampoco asiste la razón a los recurrentes cuando aseveran que el privilegio otorgado a las instituciones de crédito de emitir un título ejecutivo (incluso sin requerir de la firma del acreditado), no se compensa al deudor y que sustentan en que no hay una norma que, en contrapartida, permita a los demandados confeccionar documentos aptos e idóneos para demostrar sus excepciones. Sobre esto, debe decirse que, tal como se precisó en párrafos anteriores, el propio artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito prescribe que los documentos que integran el título de crédito deben cumplir con una serie de requisitos específicos
, en especial, el contrato de apertura de crédito, en cuya celebración ha intervenido el acreditado, debe constar en escritura pública; en tanto que el estado de cuenta certificado debe contener ciertos datos como son: nombre del acreditado, fecha y datos del contrato, importe del crédito concedido, capital dispuesto, fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital y demás obligaciones de pago vencidas, disposiciones, tasas de intereses ordinarios y moratorios y amortizaciones, entre otros; de manera que el demandado está en posibilidad de cuestionar los hechos en que la institución actora sustenta su pretensión mediante las excepciones establecidas en la ley y las pruebas que estime pertinentes, con la aclaración, además, de que el trato procesal que rige el juicio ejecutivo mercantil se rige por formalidades esenciales que garantizan a las partes un trato igualitario para acceder a la impartición de justicia y ver respetada su garantía de audiencia, como se analizará enseguida.
La disposición legal no transgrede el derecho a la igualdad procesal

98. Ahora, por lo que hace a la desigualdad procesal alegada por los inconformes, éstos sostienen que es inexacta la conclusión alcanzada por el tribunal colegiado y reiteran la inconstitucionalidad del referido artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, por atentar contra las garantías de igualdad y debido proceso, en razón de que estiman que dicho precepto otorga un privilegio a las instituciones de crédito en tanto que las autoriza a elaborar unilateralmente un documento con pleno valor probatorio, y que la libera de cargas probatorias que, por el contrario, sí debe cumplir el acreditado. En este sentido, afirman que el artículo cuestionado viola los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, así como el 8.1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
99. En ese orden de ideas, los disidentes sostienen que el artículo impugnado, al establecer que los estados de cuenta presentados por las instituciones bancarias harán fe en los juicios en los que intervengan para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o mutuatarios, le otorga a éstas una ventaja sobre su contraparte, violando de ese modo la garantía de igualdad, así como la de seguridad jurídica, al no tener la posibilidad de defenderse en el juicio.

100. El argumento relativo involucra el estudio de la garantía de igualdad procesal, por referirse al derecho que se le otorga a una de las partes en un procedimiento judicial, mismo que se encuentra contenida en los artículos 14 y 16 constitucionales.

101. La igualdad, ciertamente, es un principio que domina el debido proceso a que se refieren los artículos 14 y 16 de la Carta Magna, cuya fórmula se puede resumir en el aforismo de que “debe oírse a la otra parte”.

102. Conforme a este principio –que deriva de la garantía de igualdad de las personas ante la ley– toda petición o pretensión formulada por una de las partes en el proceso debe ser comunicada a la contraria para que tenga la oportunidad de formular su oposición, salvo situaciones excepcionales establecidas en la norma.

103. En términos generales, puede afirmarse que la igualdad procesal se traduce en una relativa paridad de condiciones de los litigantes, de tal manera que ninguno pueda encontrarse en una posición de inferioridad jurídica frente al otro, es decir, no debe concederse a uno lo que se niega al otro en igualdad de circunstancias. Equidad procesal significa, entonces, paridad de oportunidades y de audiencia, esto es, que ambas partes estén en aptitud de demostrar los extremos de su acción y los de sus excepciones y defensas.

104. Algunas de las aplicaciones más importantes de este principio pueden ser las siguientes:

a) La demanda debe ser necesariamente comunicada al demandado (emplazamiento), otorgándole un plazo razonable para comparecer y defenderse.

b) Las pruebas deben ser comunicadas al adversario para que tenga conocimiento de ellas antes de su producción y pueda oponerse a ellas y ofrecer las suyas.

c) Las partes tienen iguales posibilidades de presentar sus exposiciones de conclusión o alegatos y de impugnar, mediante los recursos, las resoluciones que les sean adversas.

105. En consecuencia, este principio se viola si a una de las partes se le concede lo que se niega a la otra, por ejemplo, que al actor se le permitiera alegar, probar o impugnar, y que al demandado no, o viceversa, pues ello ocasionaría la imposibilidad para una de las partes de demostrar su pretensión o las excepciones que tuviera en contra de ésta.

106. En este orden de ideas, si se toma en consideración que la garantía de igualdad procesal que deriva de los artículos 14 y 16 constitucionales, se traduce en que se les debe hacer saber a las partes las pretensiones de su oponente, además de que no se les debe impedir la oportunidad de alegar, probar o impugnar lo que a su interés convenga, todo ello con el objeto de que ambos estén en aptitud de demostrar los extremos de su acción y de sus excepciones o defensas, ha de concluirse que el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, en la medida que impone la obligación a una de las partes de probar que la certificación del estado de cuenta que hace el contador autorizado por la institución de crédito resulta falsa, o bien, que son inexactos lo datos que en ella se contienen, no resulta violatorio del principio de equidad procesal, pues en ningún momento limita o restringe la oportunidad del litigante de impugnar y, en su caso, demostrar que dicha certificación contable es falsa o inexactos los datos que contiene.

107. En efecto, los supuestos normativos previstos en el multicitado artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito no implican, de manera alguna, que una de las partes se encuentre imposibilitada, en comparación a su contraparte, de demostrar los extremos de su acción o de sus excepciones y defensas, pues lo que establece dicho precepto es, simplemente, definir a quién le corresponde la carga de la prueba en relación a la falsedad o inexactitud del certificado contable, ya que, en términos del referido precepto, el estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la institución bancaria, hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios, en los casos en los que la propia norma establece.

108. Luego, la circunstancia de que el precepto en comento establezca una presunción legal en relación a la veracidad de la certificación contable y que, por tanto, le corresponda a una de las partes demostrar lo contrario, no lo hace violatorio del principio de igualdad procesal que consagran los artículos 14 y 16 de la Carta Magna, pues lo que esta garantía exige es que exista una igualdad de posibilidades para el ejercicio de la acción y de la defensa, lo que se cumple en la especie, al no contener el precepto impugnado una prohibición o restricción para impugnar y, en su caso, demostrar que lo aducido por su oponente en este supuesto resulta falso.

109. Finalmente, las anteriores consideraciones también son aplicables para desestimar el alegato de los inconformes consistente en que el artículo impugnado viola la garantía de seguridad jurídica, al impedir que pueda defenderse en el juicio seguido por la institución bancaria, pues, se reitera, dicho precepto en modo alguno restringe o limita las defensas del quejoso, ni tampoco lo imposibilita para que pueda demostrar que son inexactos los datos contenidos en el estado de cuenta presentado por la institución bancaria, toda vez en el propio precepto se señala expresamente que el estado de cuenta hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios.
110. En tal virtud, el artículo cuya constitucionalidad se impugna tampoco es violatorio del artículo 17 de la Constitución General de la República, que consagra el derecho de acceso a la justicia, de manera pronta y expedita, gratuita e imparcial y por virtud del cual queda excluida la autotutela de nuestro sistema jurídico, o sea que los gobernados se hagan justicia por sí mismos, porque cualquier controversia que surja debe ser dirimida por los tribunales.
111. Ahora bien, del análisis del  artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito reclamado, se advierte que otorga a los contratos y pólizas y a los estados de cuenta certificados por el contador del banco, la característica de un título ejecutivo, o sea, le da la calidad de una prueba preconstituída y, por ende, trae aparejada ejecución. Esto implica que con ambos documentos, el contrato y la certificación contable, queda definida expresamente la existencia de una obligación líquida y exigible, esto es, de plazo cumplido, pues con ambos documentos queda establecido claramente, con precisión, la persona del acreedor, del deudor, la obligación, el plazo de vencimiento y el monto de la deuda.
112. Pero lo anterior no implica que se permita con esa disposición, que el banco acreedor se haga justicia ante sí mismo, pues la facultad que se concede al contador autorizado para ese fin, de cuantificar en los estados de cuenta el monto del adeudo, solamente tiene como consecuencia determinar la cantidad adeudada, pero no autoriza a que el propio banco, sin necesidad de acudir ante los tribunales competentes, previamente establecidos, pueda exigir, coactivamente, el cumplimiento de la obligación, sino que es preciso que formule una demanda a la que debe acompañar el contrato y la certificación a que se refiere el precepto reclamado, y que la presente ante un  órgano jurisdiccional, para que éste conforme a la ley procesal aplicable, emplace al deudor y éste tenga la oportunidad de ser oído al respecto y en el juicio relativo pueda contestar la demanda, ofrecer pruebas y alegar, siendo el órgano jurisdiccional el que resuelva, en definitiva, sobre la pretensión y las excepciones hechas valer. Luego, no existe la violación de garantías que se aduce.
El artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito no invade aspectos diferentes de los que atañen al servicio de banca y crédito.

113. En opinión de los inconformes, el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito es violatorio de sus derechos humanos, al establecer cuestiones ajenas a los servicios de banca y determinar un privilegio indebido a favor de las instituciones bancarias, que no se materializa dentro del sistema bancario, sino fuera de éste ante los tribunales y en afectación a personas que no forman parte de dicho sistema, cuando  –dicen los recurrentes–, en términos de su artículo 1°, ésta tiene por objeto, exclusivamente, regular la organización y funcionamiento de las Instituciones de Crédito.

114. Tal motivo de disidencia es infundado.

115. El artículo 1° de la Ley de Instituciones de Crédito
 dispone que dicha ley tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito; la organización y funcionamiento de las Instituciones de Crédito; las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar; su sano y equilibrado desarrollo; la protección de los intereses del público; y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del Sistema Bancario Mexicano.

116. En esas circunstancias, si la Ley de Instituciones de Crédito, además de normar la organización y funcionamiento de las Instituciones de Crédito y los términos en que el Estado debe ejercer la rectoría financiera del Sistema Bancario Mexicano, regula también el servicio de banca y crédito, así como las actividades y operaciones que dichas instituciones realizan, es claro que en tal regulación se encuentran incluidos los aspectos relativos a la recuperación de sus créditos y el establecimiento de los mecanismos para lograrlo de manera eficiente, en aras de proteger los intereses del público, lo que necesariamente involucra a aquellos sujetos que contraten con ese tipo de sociedades mercantiles, sin que esa situación genere, per se, la violación al principio de seguridad jurídica o a los derechos humanos de aquellos con quienes pactan, pues desde el momento en que contratan o adquieren créditos con las entidades a que se refiere la ley, las personas (clientes o acreditados) a las que aluden los recurrentes, pasan a formar parte del sistema bancario. En ese sentido, la normatividad de que se trata se materializa, primero, dentro del mismo sistema y, de presentarse algún incumplimiento por parte de los clientes, fuera de éste, ante los tribunales ya que, como ha quedado dicho, nuestro sistema jurídico impide la autotutela y privilegia el acceso a la jurisdicción, mediante la impartición de justicia que el propio Estado lleva a cabo a través de sus órganos jurisdiccionales y en los que, como ya quedo visto, deben respetarse las formalidades esenciales del procedimiento. 
117. En esas circunstancias, el artículo 68 de la ley de Instituciones de Crédito no es incompatible con el actual orden constitucional mexicano, pues de acuerdo con el análisis que se ha desarrollado, la facultad otorgada a las instituciones de crédito parte de una justificación objetiva y razonable, derivada de las funciones que llevan a cabo las instituciones bancarias en la dinámica mercantil a su cargo y la necesidad de dar celeridad y seguridad a sus actos, sin que tal prerrogativa vulnere el derecho humano a la igualdad en relación con aquellos sujetos contra los que se ejercerá la acción ejecutiva pues, se parte del hecho de que los documentos que integran el título de crédito deben cumplir con una serie de requisitos específicos, establecidos en la propia norma; por lo cual, el demandado está en posibilidad de oponerse a la ejecución, al hacer valer las excepciones establecidas en la ley y mediante las pruebas que estime pertinentes, en virtud de que el trato procesal que rige el juicio ejecutivo mercantil se rige por formalidades esenciales que garantizan a las partes un trato igualitario para acceder a la impartición de justicia y ver respetada su garantía de audiencia. Esto, en virtud de que la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la incorporación a nuestro sistema jurídico -con rango constitucional- de los derechos humanos consagrados en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, no lleva a sostener que ante este nuevo paradigma, los acreedores deban ver reducidos los mecanismos para lograr el cumplimiento de las obligaciones por parte de sus deudores, cuando dichos mecanismos son respetuosos de los derechos de unos y otros, al regirse bajo los principios constitucionales y convencionales que garantizan una adecuada defensa.
� Jurisprudencia P./J. 53/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página: 61. 


� Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José)


“Artículo 8.  Garantías Judiciales 


[…] 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad…”


Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos


“Artículo 14


[…] 2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley…”


� Amparo en revisión **********, resuelto en sesión de nueve de noviembre de dos mil once bajo la ponencia del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente). Ausente el Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. En contra del emitido por la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas.


� Véase la jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en la página 133 del Tomo II, diciembre de mil novecientos noventa y cinco, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que dice: FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.


� “Cuarto. Para la integración de jurisprudencia por reiteración no se tomarán en cuenta las tesis aprobadas en los asuntos resueltos conforme a lo dispuesto en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto”. Al respecto, cabe destacar que en sesión privada de cinco de noviembre de dos mil doce, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, “por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza el Tribunal Pleno determinó que, conforme a la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil once, mediante el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 constitucionales y en adición a lo dispuesto en el Punto Segundo Transitorio del Acuerdo General 12/2011, es posible integrar jurisprudencia por reiteración, que versa sobre temas de mera legalidad, con precedentes emitidos durante la Novena y Décima Época. Los señores Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos y Franco González Salas votaron en contra”. En ese tenor, se tomó como punto de acuerdo que: “En ese orden y con base en una interpretación sistemática del artículo 107, fracción II, párrafos segundo, tercero y cuarto, en relación con el diverso Cuarto Transitorio del Decreto citado, puede válidamente sostenerse que la jurisprudencia por reiteración a lo que hace alusión el dispositivo normativo transitorio es la relativa a la inconstitucionalidad de una norma general”.


� “SÉPTIMO. Para la integración de la jurisprudencia por reiteración de criterios a que se refiere la presente Ley no se tomarán en cuenta las tesis aprobadas en los asuntos resueltos conforme a la ley anterior”. Al interpretar los alcances de dicha norma transitoria, el Pleno de este Alto Tribunal concluyó, por mayoría de seis votos que: para la integración de jurisprudencia por reiteración de criterios, no se tomarán en cuenta los diversos derivados de los asuntos resueltos conforme al marco constitucional vigente  antes del cinco de octubre de dos mil once (se acompaña material sobre el punto que se sometió al Tribunal Pleno al tenor del cual únicamente se determinó que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto de reformas constitucionales refiere a la jurisprudencia por reiteración relativa a la inconstitucionalidad de una norma general, pero no impide integrar jurisprudencia por reiteración sobre temas de mera legalidad, con precedentes emitidos durante la Novena y Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, lo que podría estimarse como una cuestión diversa a determinar si los fallos emitidos previamente, integrarán jurisprudencia conforme a las reglas de la Ley de Amparo abrogada a lo previsto en la nueva legislación en la materia). 


� En este análisis, se estima válido acudir a algunas de las consideraciones expresadas al resolverse los siguientes asuntos: Amparo directo en revisión 913/2003, bajo la ponencia de la señora ministra Olga Sánchez Cordero de García  Villegas el 17 de septiembre de 2003; Amparo directo en revisión 642/97, bajo la ponencia del ministro Juan Díaz Romero, el 12 de noviembre de 1998; Amparo directo en revisión 134/2003, bajo la ponencia de la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, el 12 de marzo de 2003; Amparo directo en revisión 47/99, bajo la ponencia de la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, el 14 de junio de 2000 y el Amparo en revisión 737/96, presentado por el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, en la sesión de 13 de febrero de 1997. Lo anterior, en virtud de que las consideraciones que sustentan la decisión adoptada en cada uno de esos asuntos, no se opone al nuevo sistema.


� Lo anterior quedó manifestado en la tesis aislada, que dice: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. De conformidad con lo previsto en el artículo � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos�, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(2)" �133� para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(2)" �133� en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(5)" �103, 105 y 107 de la Constitución�), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia” (Tesis aislada P. LXVII/2011(9a.), emitida por el Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, diciembre de 2011, tomo 1, página 535. Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Mayoría de siete votos; votaron en contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Jorge Mario Pardo Rebolledo con salvedades y Luis María Aguilar Morales con salvedades. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio).


� Esto quedó establecido en la tesis: “PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, parte de esta presunción al permitir hacer el contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país -al igual que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los principios de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte”.


� Tesis aislada 1a. XL/2014 (10a.), sustentada por esta Primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página seiscientos cuarenta y ocho, del Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación


� Lo  anterior encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 222, del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en las página doscientos once, del Apéndice de 1995, Tomo I, , que dice: “LEYES PRIVATIVAS.- Es carácter constante de las leyes que sean de aplicación general y abstracta; es decir, que deben contener una disposición que no desaparezca después de aplicarse a un caso previsto y determinado de antemano, sino que sobreviva a esta aplicación y se aplique sin consideración de especie o de persona a todos los casos idénticos al que previenen, en tanto no sean abrogadas. Una ley que carece de esos caracteres, va en contra del principio de igualdad, garantizado por el artículo 13 constitucional, y aun deja de ser una disposición legislativa, en el sentido material, puesto que le falta algo que pertenece a su esencia. Estas leyes pueden considerarse como privativas, tanto las dictadas en el orden civil como en cualquier otro orden, pues el carácter de generalidad se refiere a las leyes de todas las especies, y contra la aplicación de las leyes privativas protege el ya expresado artículo 13 constitucional”. Así como en la jurisprudencia P./J. 18/98 , publicada en la página siete, del Tomo VII, marzo de mil novecientos noventa y ocho, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: “LEYES PRIVATIVAS. SU DIFERENCIA CON LAS LEYES ESPECIALES.- Las leyes privativas se caracterizan porque se refieren a personas nominalmente designadas, atendiendo a criterios subjetivos y por el hecho de que después de aplicarse al caso previsto y determinado de antemano pierden su vigencia, encontrándose prohibidas por el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debido a que atentan contra el principio de igualdad jurídica; mientras que las leyes especiales, aun cuando se aplican a una o a varias categorías de personas  relacionadas con hechos, situaciones o actividades específicas, sí se encuentran investidas de las características de generalidad, abstracción y permanencia, dado que se aplican a todas las personas que se colocan dentro de las hipótesis que prevén y no están dirigidas a una persona o grupo de ellas individualmente determinado, además de que su vigencia jurídica pervive después de aplicarse a un caso concreto para regular los casos posteriores en que se actualicen los supuestos contenidos en ellas, no transgrediendo, por tanto, el citado precepto constitucional”.


� Publicada en la página quinientos cuarenta y uno, del Libro XX, mayo de dos mil trece, Tomo 1 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época.


� El precepto referido establece: "Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley".


� Al respecto, en su último párrafo el artículo 68 de que se trata dispone: “El estado de cuenta certificado antes citado deberá contener nombre del acreditado; fecha del contrato; notario y número de escritura, en su caso; importe del crédito concedido; capital dispuesto; fecha hasta la que se calculó el adeudo; capital y demás obligaciones de pago vencidas a la fecha del corte; las disposiciones subsecuentes que se hicieron del crédito, en su caso; tasas de intereses ordinarios que aplicaron por cada periodo; pagos hechos sobre los intereses, especificando las tasas aplicadas de intereses y las amortizaciones hechas al capital; intereses moratorios aplicados y tasa aplicable por intereses moratorios”.


� ARTÍCULO 1o.- La presente Ley tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito; la organización y funcionamiento de las instituciones de crédito; las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar; su sano y equilibrado desarrollo; la protección de los intereses del público; y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del Sistema Bancario Mexicano.
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